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Expediente AR-8/2017
LAUDO ARBITRAL
Que emite en Toledo, a 2 de octubre de 2017, el Arbitro único D. FRANCISCO FERRER CUESTA, Abogado, Colegiado Nº 1588, del Ilustre Colegio de Abogados de Albacete, con D.N.I Nº 52.756.619R, en el procedimiento de Arbitraje en Derecho, EXPEDIENTE AR-8/2017, de la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la Economía Social, seguido entre:

De una parte, D. xxx, con DNI N.º xxxx, con domicilio en la xxxx, de xxx.
Y de otra, la entidad Cooperativa “xxxx”, con CIF N.º xxxx y domicilio en la xxxx, de xxxxx. 
ANTECEDENTES

I.- Mediante escrito presentado en el Registro del Ministerio de Hacienda y Función Pública, en fecha 9 de mayo de 2017, dirigido a la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación, de Castilla-La Mancha, D. xxxxx, instaba arbitraje contra la Sociedad Cooperativa “xxxxx”, solicitando:
“La anulación del acuerdo del consejo rector por el que se decide no enviar a los socios las actas de la junta general de socios del día 22 de octubre de 2016 y que procedan a enviarme inmediatamente dichas actas.” 
Se acompañaban a la solicitud los documentos que constan en el expediente.
II.- Por escrito de fecha 18 de mayo de 2017, se admitió el arbitraje en Derecho, dándose traslado a la Cooperativa reclamada para que formulase el correspondiente escrito de contestación.
III.- Mediante escrito presentado el 14 de junio de 2017, la Cooperativa formuló la contestación a la solicitud, con las alegaciones que constan en el expediente, suplicando que: “…desestimándose íntegramente la demanda deducida de adverso se: a) decreto el archivo dela misma por las excepciones alegadas; y/o b) se absuelva a mi representado de los pedimentos contra ella solicitados.”
IV.- Designándose por la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación al Árbitro Único para dirimir el asunto en la modalidad de Derecho; y aceptando el árbitro el cargo.
V.- Se citó a las partes para el acto de vista oral, a celebrar el 28 de septiembre de 2017, a las 18,00 horas, en la sede de la Dirección Provincial de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo, en Cuenca, con el objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa y, si hubiere lugar, practicar la prueba.
VI.- Al acto de la vista oral comparecieron D. xxxx, en representación de su padre, el solicitante, D. xxxx, y el demandado, la Cooperativa “xxxx”, representada por el Abogado D. xxxxx.
Ambas partes se ratificaron en sus respectivos escritos -de demanda y contestación- y, en cuanto a la prueba, la demandante dio por reproducidos los documentos acompañantes a la solicitud de arbitraje y la demandada propuso tener por reproducidos los Estatutos de la Cooperativa de 2016.
Los términos de la cuestión litigiosas quedaron fijados en determinar si la Cooperativa ha de remitir o no el Acta de la Asamblea General de 22 de octubre de 2016 a D. xxxx, ya que respecto de la otra cuestión planteada por el solicitante (esto es: “la anulación del acuerdo del Consejo Rector por el que se decide no enviar a los socios las actas de la Junta General de socios del día 22 de octubre de 2016…”) la propia Cooperativa, en el acto de la vista, reconoció que el Consejo Rector no ha tomado ningún acuerdo en tal sentido.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS


I.- Han sido tenidos en cuenta, para la decisión, el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, regulador de los procedimientos de arbitraje, conciliación y mediación en el ámbito de la economía social, en Castilla-La Mancha; la Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha; los Estatutos de la Cooperativa “xxxxx”; así como la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

II.- Respecto a la primera excepción planteada por la Cooperativa demandada, referida a la carencia de objeto del procedimiento, se desestima la misma ya que la petición del solicitante no está excluida ex art. 2 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, regulador de los procedimientos de arbitraje, conciliación y mediación en el ámbito de la economía social. 
III.- En cuanto a la segunda excepción propuesta por la Cooperativa, de falta de legitimación activa del solicitante, también ha de decaer.

En efecto, el demandante ostentaba la condición de socio, y asistió como tal, a la Asamblea General de 22 de octubre de 2016, solicitando posteriormente la baja por su desacuerdo con las decisiones de dicha Asamblea General, por lo que la petición del acta de la repetida reunión deriva directamente de su condición de socio y de su posterior solicitud de baja, ostentando así legitimación activa según el art. 3 a) del  Decreto 72/2006, de 30 de mayo, regulador de los procedimientos de arbitraje, conciliación y mediación en el ámbito de la economía social.
III.- Respecto a la última excepción propuesta, la del defecto legal sustancial en el modo de proponer la solicitud de arbitraje por no cumplir los requisitos exigidos por la norma y por falta de claridad o precisión en la determinación de la petición que se deduce; también se desestima pues, en el ámbito en el que nos encontramos, teniendo en cuenta además los principios rectores del procedimiento (art. 4 del Decreto), no es preciso que la demanda cumpla los formalismos que debería cumplir en la vía judicial, y visto el contenido de la solicitud de arbitraje no se observa vulneración del art. 17 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, regulador de los procedimientos de arbitraje, conciliación y mediación en el ámbito de la economía social, siendo por otro lado clara la petición del solicitante, como así se ha reflejado en el antecedente de hecho sexto de este Laudo.

IV.- Entrando en el fondo del asunto, el art. 13 b) de los Estatutos de la Cooperativa reconoce el derecho de todo socio a:

“Tener libre acceso al examen del libro-registro de socios, al Libro de Actas de la Asamblea General en el domicilio social de la Cooperativa y, si así lo solicita, a que el Consejo Rector deberá proporcionarle copia certificada de los acuerdos adoptados en la asambleas generales, en el plazo no superior a diez días desde su solicitud y asimismo, en su caso, copia certificada de aquellas actas que fuesen de su interés y no estuviesen aún incorporadas al libro de actas, una vez finalizado el plazo establecido en esta ley para su incorporación al libro de actas.” 

Y el art. 36 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, en igual sentido, establece:

Artículo 36. Derecho de información.  
1. Todo socio de la cooperativa podrá ejercitar el derecho de información en los términos previstos en esta Ley, en los estatutos o en los acuerdos de la asamblea general.
2. El contenido mínimo de este derecho es el siguiente:
… b) Libre acceso a los libros de registro de socios de la cooperativa, así como al libro de actas de la asamblea general y, si se solicita, el órgano de administración deberá proporcionar copia certificada de los acuerdos adoptados en las asambleas generales, en plazo no superior a diez días desde la solicitud y asimismo, en su caso, copia certificada de aquellas actas que fueren de su interés y no estuvieren aún incorporadas al libro de actas, una vez finalizado el plazo establecido en esta Ley para su incorporación al libro de actas.
c) Solicitar y recibir del órgano de administración, copia certificada de los acuerdos del consejo que afecten al socio, individual o particularmente y, en todo caso, a que se le muestre y aclare, en un plazo no superior a un mes, el estado de su situación económica en relación con la cooperativa.
d) Examinar en el domicilio social y en aquellos centros de trabajo que determinen los estatutos, en el plazo comprendido entre la convocatoria de la asamblea y su celebración, los documentos que vayan a ser sometidos a la misma y en particular las cuentas anuales, el informe de gestión, la propuesta de distribución de resultados y si procediera, y según los casos el informe de la intervención o el informe de la auditoría.”
En general, y teniendo en cuenta lo dicho, puede declararse sin dificultad el derecho del socio a obtener copia de las actas de las Asambleas Generales, de las cuentas anuales y de los informes de auditoría que se realicen; teniendo en cuenta también que cualquier socio tiene pleno acceso a dicha información, no hay excusa para declarar su derecho a obtener copia del acta de la Asamblea General de 22 de octubre de 2016.

PARTE DISPOSITIVA

En relación a todo lo expuesto y con base en el convencimiento que, de acuerdo con su leal saber y entender, se ha formado sobre las cuestiones que son objeto de este procedimiento y materia propia de la decisión arbitral, EL ÁRBITRO ÚNICO EN DERECHO DECIDE DICTAR LAUDO EN LOS SIGUIENTES TÉRMINOS:
La Cooperativa “xxxxx” deberá facilitar a D. xxxxx, en un plazo no superior a diez días desde la notificación de este Laudo, copia del acta de la Asamblea General de 22 de octubre de 2016.

El Árbitro
Francisco Ferrer Cuesta


El presente Laudo será eficaz desde su notificación a las partes, la cual se llevará a cabo por la Secretaría de la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación.

Dentro de los cinco días siguientes a su notificación cualquiera de las partes podrá  solicitar la corrección, aclaración y complemento del Laudo.

El Laudo podrá ser anulado  exclusivamente por los motivos previstos en la Ley 60/2003, de Arbitraje, mediante el ejercicio de la correspondiente acción, en el plazo de dos meses, contados a partir del día siguiente a su notificación.
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